Gladis Batero Grajales Vs Cafesalud EPS Rad. 66001-31-05-001-2016-00504-01

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Sentencia de 6 de noviembre de 2019

Radicación Nro.
66001-31-05-001-2016-00504-01

Proceso

Ordinario Laboral

Demandante:

Gladis Batero Grajales  

Demandados:

Cafesalud EPS

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Primero Laboral del Circuito

TEMAS:
CONTRATO DE TRABAJO / PERSONA EN ESTADO DE DISCAPACIDAD / LA LEY 361 DE 1997 NO PROHÍBE SU DESPIDO / SANCIONA EL TRATO DISCRIMINATORIO / ES PROCEDENTE, POR LO TANTO, TERMINAR EL CONTRATO SI EXISTE JUSTA CAUSA / INCUMBE AL EMPLEADOR LA CARGA PROBATORIA DE DEMOSTRARLA / DEBER DE MANIFESTAR LOS MOTIVOS DE TERMINACIÓN DEL CONTRATO DE TRABAJO.
Establece el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, que ninguna persona limitada podrá ser despedida o su contrato terminado por razón de su limitación, salvo que medie autorización del Ministerio del Trabajo.

Frente al tema, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia a partir de la sentencia SL1360 del 11 de abril de 2018, cambió el criterio frente a la estabilidad laboral reforzada, clarificando que la norma en comento, no prohíbe el despido de un trabajador en situación de discapacidad, sino que, lo que sanciona es el trato discriminatorio que por dicha limitación se le dé trabajador.

Explicó la Corporación que la autorización que ha de obtenerse del Ministerio del Trabajo, resulta necesaria, siempre que la limitación o deficiencia del trabajo se torne insuperable o incompatible con al cargo desempeñado…, mientras que si dicha terminación surge por una razón objetiva prevista en la Ley, no se requiere la mencionada autorización…
De allí entonces que, al trabajador le bastará en el proceso judicial acreditar su estado de discapacidad para que se presuma el trato discriminatorio por parte de su empleador, quien en consecuencia deberá acreditar los hechos que configuran la causa objetiva que conllevó a la terminación del vínculo contractual, so pena que si no lo hace, se declare la ineficacia del mismo con las consecuencias que ello acarrea. (…)
Está previsto en el parágrafo del artículo 62 del C.S.T., que: “La parte que termina unilateralmente el contrato de trabajo debe manifestar a la otra, en el momento de la extinción, la causal o motivo de esa terminación. Posteriormente no pueden alegarse válidamente causales o motivos distintos”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Hoy, seis de noviembre de dos mil diecinueve, siendo las nueve y treinta de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la sociedad demandada CAFESALUD EPS S.A. en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 21 de mayo de 2019, dentro del proceso que le promueve la señora GLADIS BATERO GRAJALES cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2016-00504-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora Gladis Batero Grajales que la justicia laboral declare que entre ella y la sociedad Cafesalud EPS S.A. existió un contrato de trabajo que se prolongó entre el 7 de marzo de 2006 y el 27 de noviembre de 2015, momento en el que fue finalizado encontrándose en estado de debilidad manifiesta en razón de su salud. 
Con base en ello y después de que se declare la ineficacia del despido, aspira que se le ordene a la entidad accionada a reintegrarla en el mismo cargo que venía desempeñando o uno de similares o mejores condiciones de acuerdo con su estado de salud, debiéndosele cancelar los salarios, prestaciones sociales y vacaciones dejados de percibir, así como los aportes a los sistemas generales de salud y pensión, la indemnización prevista en la ley 361 de 1997, los perjuicios morales y daño a la vida en relación estimados en 50 SMLMV, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Fue vinculada a través de un contrato de trabajo a término indefinido para desempeñar el cargo de promotor rural POSS el 7 de marzo de 2006, pactándose como remuneración mensual el salario mínimo legal vigente; esas actividades las ejecutó en el Municipio de Quinchía, debiendo viajar constantemente a la sede administrativa ubicada en el Municipio de Pereira, para asistir a reuniones, rendir informes, etc.; realizando uno de esos desplazamientos el 21 de septiembre de 2010 sufrió un accidente de tránsito, el cual le generó lesión del III par craneal, dejando secuelas irreversibles consistentes en deficiencia visual y midriasis paralítica OD; ese suceso también le causó fractura de fémur derecho, que tuvo que ser objeto de cirugía, implantándosele material de osteosíntesis; el 26 de junio de 2013 elevó solicitud de calificación de PCL ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, dictaminando esa entidad el 16 de enero de 2014 una PCL del 41.56% de origen común estructurada el 21 de septiembre de 2010; el 27 de noviembre de 2015 la sociedad demandada dio por finalizado el contrato de trabajo sin justa causa y sin mediar autorización del Ministerio del Trabajo al estar en estado de debilidad manifiesta en razón de su salud, tal y como se refleja en el examen de egreso de 16 de diciembre de 2015 donde se expresa que debe continuar con proceso de rehabilitación y procedimientos quirúrgicos pendientes.
Al dar respuesta a la demanda –fls.624 a 634- la sociedad Cafesalud EPS S.A. manifestó que el contrato de trabajo que la unió con la señora Gladis Batero Grajales entre el 7 de marzo de 2006 y el 27 de noviembre de 2015, finalizó por un acto unilateral del empleador ante la reestructuración administrativa de la entidad, que implicó reasignación de funciones, fusiones y supresiones de cargos, siendo éste último evento el que ocurrió en el caso de la accionante; liquidándose el contrato de conformidad con lo establecido en la Ley, entre ellas el reconocimiento de la indemnización prevista en el artículo 64 del CST. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación”, “Pago”, “Buena fe” y “Prescripción”. 
En sentencia de 21 de mayo de 2019, la funcionaria de primer grado después de declarar la existencia del contrato de trabajo entre las partes desde el 7 de marzo de 2006 hasta el 27 de noviembre de 2015; con base en la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, determinó que la finalización de la relación laboral se presentó cuando la señora Gladis Batero Grajales se encontraba cobijada por la estabilidad laboral reforzada en razón al 41.56% de PCL que le había dictaminado la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda el 16 de enero de 2014, correspondiéndole a Cafesalud EPS S.A. demostrar que el finiquito del contrato obedeció a una de las justas causas establecidas en la Ley o que había operado con la autorización del Ministerio del Trabajo, sin embargo, tales situaciones no fueron acreditadas en el proceso, por cuanto al momento de dar por terminado el contrato se adujo que el mismo operaba ante la restructuración administrativa de la entidad, suprimiéndose el cargo de la accionante, pero de acuerdo a las pruebas dicho cargo no fue suprimido, por lo que al no haberse sometido a la autorización de la autoridad respectiva, se presume que el despido obedeció a un acto discriminatorio.
Por lo expuesto condenó a la entidad demandada a reconocer y pagar la indemnización prevista en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, los salarios, primas de servicios, cesantías e intereses a las cesantías dejados de percibir hasta el 27 de noviembre de 2017, fecha en la que la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, después de realizar un nuevo estudio de la situación de la demandante, determinó que ella era invalida al alcanzar una PCL del 51.96% en donde se tuvieron en cuenta otros sucesos que afectaron la salud de la señora Batero Grajales con ocasión de las caídas que le produjo su limitación visual, lo cual va de la mano con la información entregada en los alegatos de conclusión por parte de su apoderado judicial quien manifestó que a ella ya le habían reconocido la pensión de invalidez. Adicionalmente ordenó el pago de los aportes al sistema de seguridad social en salud y pensiones causados en ese periodo.

Inconforme con la decisión, el apoderado judicial de Cafesalud EPS S.A. manifestó que no existe nexo de causalidad entre las causas que generaron la finalización del contrato de trabajo y el estado de debilidad manifiesta de la señora Gladis Batero Grajales, en consideración a que el finiquito contractual obedeció a una reestructuración de la empresa en la que se suprimió el cargo que ella ostentaba como promotor rural POSS, actuando la entidad empleadora dentro de los términos legales al haberle cancelado la indemnización por despido sin justa causa; razones por las que debe de revocarse la decisión adoptada en primera instancia.
De no tener acogida esos argumentos, solicita que se limiten las condenas al 30 de junio de 2017, fecha en la que la Junta Nacional de Calificación de Invalidez fija la estructuración de la invalidez de la señora Gladis Batero Grajales, pues al habérsele reconocido la pensión de invalidez como lo aseguró su apoderado judicial, la misma debió haberse reconocido desde esa calenda.

En este estado se corre traslado a las partes para que presenten sus alegatos de conclusión respecto a los temas que fueron objeto de apelación.
Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURÍDICOS:
¿Quedó demostrado en el proceso que el contrato de trabajo suscrito entre el señor José Danilo Orozco Marín y la Cooperativa de Entidades de Salud de Risaralda –Coodesuris- fue terminado estando el trabajador amparado por la Ley 361 de 1997?

De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Hay lugar a absolver a la entidad accionada de las pretensiones de la demanda?
Antes de resolver la instancia, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
1. EL DESPIDO COMO ELEMENTO DETERMINANTE PARA ESTUDIAR LA VIABILIDAD DE LA ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA.

Establece el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, que ninguna persona limitada podrá ser despedida o su contrato terminado por razón de su limitación, salvo que medie autorización del Ministerio del Trabajo.

Frente al tema, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia a partir de la sentencia SL1360 del 11 de abril de 2018, cambió el criterio frente a la estabilidad laboral reforzada, clarificando que la norma en comento, no prohíbe el despido de un trabajador en situación de discapacidad, sino que, lo que sanciona es el trato discriminatorio que por dicha limitación se le dé trabajador.

Explicó la Corporación que la autorización que ha de obtenerse del Ministerio del Trabajo, resulta necesaria, siempre que la limitación o deficiencia del trabajo se torne insuperable o incompatible con al cargo desempeñado o con los demás que existan en la empresa y por ello se requiera la ruptura del vínculo laboral, mientras que si dicha terminación surge por una razón objetiva prevista en la Ley, no se requiere la mencionada autorización, salvo la contenida en el numeral 12 del literal a) del artículo 62 del Código Sustantivo del Trabajo.

De allí entonces que, al trabajador le bastará en el proceso judicial acreditar su estado de discapacidad para que se presuma el trato discriminatorio por parte de su empleador, quien en consecuencia deberá acreditar los hechos que configuran la causa objetiva que conllevó a la terminación del vínculo contractual, so pena que si no lo hace, se declare la ineficacia del mismo con las consecuencias que ello acarrea.

Puntualmente, dijo la Corte:

“(…) la invocación de una justa causa legal excluye, de suyo, que la ruptura del vínculo laboral esté basada en el prejuicio de la discapacidad del trabajador. Aquí, a criterio de la Sala no es obligatorio acudir al inspector del trabajo, pues, se repite, quien alega una justa causa de despido enerva la presunción discriminatoria; es decir, se soporta en una razón objetiva.

(L)a prohibición de despido motivada en la discapacidad sigue incólume y, en tal sentido, solo es válida la alegación de razones objetivas, bien sea soportadas en una justa causa legal o en la imposibilidad del trabajador de prestar el servicio. Aquí vale subrayar que la estabilidad laboral reforzada no es un derecho a permanecer a perpetuidad en el empleo, sino el derecho a seguir en él hasta tanto exista una causa objetiva que conduzca a su retiro.

Y concluye esa misma Corporación:

“(a) La prohibición del artículo 26 de la Ley 361 de 1997 pesa sobre los despidos motivados en razones discriminatorias, lo que significa que la extinción del vínculo laboral soportada en una justa causa legal es legítima. 

(b) A pesar de lo anterior, si, en el juicio laboral, el trabajador demuestra su situación de discapacidad, el despido se presume discriminatorio, lo que impone al empleador la carga de demostrar las justas causas alegadas, so pena de que el acto se declare ineficaz y se ordene el reintegro del trabajador, junto con el pago de los salarios y prestaciones insolutos, y la sanción de 180 días de salario. 

(c) La autorización del ministerio del ramo se impone cuando la discapacidad sea un obstáculo insuperable para laborar, es decir, cuando el contrato de trabajo pierda su razón de ser por imposibilidad de prestar el servicio. En este caso el funcionario gubernamental debe validar que el empleador haya agotado diligentemente las etapas de rehabilitación integral, readaptación, reinserción y reubicación laboral de los trabajadores con discapacidad. La omisión de esta obligación implica la ineficacia del despido, más el pago de los salarios, prestaciones y sanciones atrás transcritas”.

2. DEBER DE MANIFESTAR LOS MOTIVOS DE TERMINACIÓN DEL CONTRATO DE TRABAJO.

Está previsto en el parágrafo del artículo 62 del C.S.T., que: “La parte que termina unilateralmente el contrato de trabajo debe manifestar a la otra, en el momento de la extinción, la causal o motivo de esa terminación. Posteriormente no pueden alegarse válidamente causales o motivos distintos”.

En ese sentido ha manifestado la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, que la razón de ser de esa previsión legal se cimenta en la posibilidad que el trabajador active los mecanismos de defensa que la Ley le otorga para controvertir los motivos de la decisión del empleador en caso de considerarlos injustos o ilegales, tal y como lo recordó en sentencia SL224 de 6 de febrero de 2019 radicación Nº 61057, en la que dijo:

“La jurisprudencia de esta corporación ha enseñado al respecto que «…independiente de que se trate de trabajadores de carácter particular o de trabajadores oficiales,  el Empleador está obligado a manifestar a su trabajador, de manera clara y oportuna el motivo de la terminación unilateral del contrato de trabajo, precisamente para que el afectado con la decisión, si la considera ilegal e injusta, haga uso de los mecanismos de defensa que el ordenamiento jurídico le proporciona.»”.
EL CASO CONCRETO

No es materia de discusión en esta sede al no haber sido objeto de controversia dentro del recurso de apelación interpuesto por Cafesalud EPS S.A., que: i) Entre esa entidad y la señora Gladis Batero Grisales existió un contrato de trabajo entre el 6 de marzo de 2006 y el 27 de noviembre de 2015; ii) La Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda por medio de dictamen Nº 571-2013 de 16 de enero de 2014 –fls.435 a 437- estableció que la accionante tiene una PCL del 41.56% de origen común estructurada el 21 de septiembre de 2010 (fecha en que se produjo accidente de tránsito que fue reportado por la entidad empleadora a la ARL Equidad Seguros como se ve en documentos visibles a folios 424 y siguientes del expediente).

Así las cosas, conforme con la posición adoptada por el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria laboral, la señora Gladis Batero Grisales cumplió con su deber procesal de demostrar que para el momento en el que se dio por finalizado el contrato de trabajo por parte de la sociedad empleadora, ella se encontraba en situación de discapacidad, pues como quedó probado en el plenario, para el 27 de noviembre de 2015 ella ostentaba una pérdida de la capacidad laboral del 41.56%, esto es, su limitación física, psíquica o sensorial es severa;  operando en favor de la accionante la presunción consistente en que el despido sufrido el 27 de noviembre de 2015 se dio en razón de su estado de discapacidad.
Para exonerarse de las consecuencias que produce dicha presunción, a la sociedad Cafesalud EPS S.A. le correspondía acreditar que el despido se dio por una de las justas causas previstas en el artículo 62 del CST.

Según la carta de terminación unilateral de contrato de 27 de noviembre de 2015 –fl.668- la entidad accionada le comunica a la señora Gladis Batero Grajales que “Por medio de la presente nos permitimos comunicarle que la Empresa ha resuelto dar por terminado su contrato de trabajo de forma unilateral y sin justa casa con fundamento en el artículo 28 de la Ley 789 de 2002 (C.S.T, art. 64).” (Negrillas por fuera de texto).

Nótese que, contrario a lo afirmado en la contestación de la demanda -fls.624 a 634- en donde la entidad accionada cimentó su defensa asegurando que la terminación del contrato de trabajo había obedecido a la supresión del cargo que ostentaba la trabajadora -Promotor Rural POSS-, lo que se adujo en la carta de finalización de la relación laboral es que la entidad daba por terminado el contrato de trabajo sin justa causa apoyándose en lo dispuesto en el artículo 64 del CST modificado por el artículo 28 de la Ley 789 de 2002; decisión que se reitera en la liquidación final del contrato de trabajo –fl.669- en el que se expresa que la causa del retiro es la “Cancelación sin justa causa”, lo que produjo precisamente que la empleadora le reconociera la indemnización prevista en el artículo en mención en la suma de $4.392.319.
Es que tal y como se explicó precedentemente, era en ese momento, 27 de noviembre de 2015, cuando el empleador Cafesalud EPS S.A. debía hacerle saber las causales o motivos en las que fundaba la extinción unilateral del contrato de trabajo, sin que posteriormente pudiera alegar válidamente razones diferentes a las allí expuestas, como hábilmente pretendió hacerlo la entidad accionada en el devenir de éste ordinario laboral de primera instancia; por lo que, como acertadamente lo concluyó el juzgado de conocimiento, al no haberse acreditado que el despido se fundamentó en una de las justas causas previstas en el ordenamiento legal, ese acto jurídico se reputa discriminatorio frente a la condición de discapacidad de la señora Batero Grisales y por tanto se estima ineficaz.
Como si lo anterior no fuera suficiente, es pertinente ubicarse en la certificación emitida por la Profesional II de Talento Humano de Cafesalud EPS S.A. visible a folio 724 vto del expediente, en el que certifica que los cargos que fueron retirados en razón a la reestructuración empresarial en el eje cafetero, fueron los de: Auxiliar de Producto, Auxiliar Operativo, Coordinador Municipal, Director Departamental ARS, Director Regional, Enfermero Auditor y Supernumerario Auxiliar de Operaciones; es decir, no es cierto que el cargo de Promotor Rural POSS que ostentaba la señora Gladis Batero Grisales hubiese sido suprimido como lo aseguró la entidad accionada en el curso del proceso.
En lo que concierne al reclamó hecho respecto a la fecha final que se debe tomar para liquidar las prestaciones económicas reconocidas por la a quo, a folios 712 a 719 del expediente obra dictamen Nº 33915911-1598 emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda el 27 de noviembre de 2017, en el que después de adicionar varios eventos ocurridos en el año 2016 y 2017 que tuvieron que ser tratados por la especialidad de ortopedia y traumatología, determinó que las secuelas que generaron esos eventos hicieron que la pérdida de la capacidad laboral de la accionante aumentara del 41.56% al 51.96% de origen común estructurada el 30 de junio de 2017; por lo que al haberse determinado que era invalida en los términos del artículo 38 de la Ley 100 de 1993 a partir de esa calenda, su capacidad para hacer parte de la fuerza laboral cesó en ese momento, situación que se corrobora con la manifestación hecha por el apoderado judicial de la parte actora en los alegatos de conclusión en el curso de la primera instancia, al dar a conocer que a su representada le habían otorgado la pensión de invalidez, que como ya ha tenido la oportunidad de señalar esta Corporación, tiene como finalidad la protección de aquellas personas que debido a su situación médica no tienen la posibilidad de continuar vinculadas a la fuerza laboral.
Así las cosas, teniendo  en  cuenta  que la  accionante  devengaba el salario mínimo legal   mensual vigente,  se  reconocerá  por  el periodo comprendido entre  el 28 de noviembre de 2015 y el 29 de junio de 2017, la suma de $13.383.956 por concepto de salarios, $1.115.329  por  concepto  de primas de servicio, $1.115.329 por concepto de cesantías y $105.271 por concepto de intereses a las  cesantías;  precisándose en  consecuencia  que  los  aportes  a la seguridad social en salud y pensión deberá efectuarlos entre las fechas señaladas anteriormente; lo que lleva a que se modifiquen los ordinales tercero y cuarto de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito.

De esta manera queda resuelto el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial de la sociedad Cafesalud EPS S.A.
Sin costas en esta instancia.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR los ordinales TERCERO y CUARTO de la sentencia recurrida, los cuales quedarán así:
“TERCERO. CONDENAR a la sociedad CAFESALUD EPS S.A. a reconocer y pagar a favor de la señora GLADIS BATERO GRISALES los salarios y prestaciones sociales causados entre el 28 de noviembre de 2015 y el 29 de junio de 2017, por los siguientes valores: $13.383.956 por concepto de salarios, $1.115.329 por concepto de primas de servicio, $1.115.329 por concepto de cesantías y $105.271 por concepto de intereses a las cesantías.
CUARTO. CONDENAR a la sociedad CAFESALUD EPS S.A. a reconocer y pagar en favor de la señora GLADIS BATERO GRISALES los aportes al sistema general de salud y pensiones causados entre el 28 de noviembre de 2015 y el 29 de junio de 2017, a las entidades de seguridad social en las que se encuentra afiliada la accionante.”.

SEGUNDA. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito.
Sin costas en esta sede.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta.

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

        ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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